Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 16 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Nota de la señora Sandra Cristina Fernández Lacuesta, hija del Agte. de 2da. Segundo 
Fernández, muerto el día 14 de febrero de 1974 en la Comisaría de Soca, Departamento de 
Canelones, solicitando trato igualitario en la Ley de Reparación Integral o en la Ley N* 18.033. 


Nota de CRYSOL, Asociación de ex presos políticos del Uruguay informando que a través de 
la lectura de las versiones taquigráficas han constatado que no se ha considerado ninguna de las 
propuestas de modificación al proyecto de ley que fueron entregadas en la sesión del 14 de julio por 
parte de su organización. 


Nota del señor Lucio Alberto Borges, de fecha 1% de agosto de 2009, solicitando que el 
proyecto de ley a estudio de la Comisión sea retroactivo a la fecha de la promulgación de la Ley N* 
18.033 y, a su vez, que se ampare a los patrones trabajadores. 


Comunicación de la Dirección de Derechos Humanos y Derecho Humanitario del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, relacionada con el Informe a ONU sobre el Protocolo Facultativo relativo a venta 
de niños, prostitución infantil y utilización de niños en la pornografía - Medidas legislativas para la 
prevención de estos temas.” 


SEÑORA PERCOVICH.- En realidad, la Dirección de Derechos Humanos y Derecho Humanitario del 
Ministerio de Relaciones Exteriores quiere saber en qué estado legislativo está el tema, así como todo 
lo que hace a la legislación en la materia, porque tiene que hacer el informe-país. A su vez, tenemos 
una iniciativa referida a la restitución de menores, que es un Mensaje enviado por la Suprema Corte de 
Justicia al que le introduje algunas pequeñas modificaciones de lenguaje. Este Mensaje no es 
presentado como proyecto personal ni de mi Bancada porque, como lo envía la Suprema Corte de 
Justicia, si hay acuerdo lo podemos firmar todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber con un poco más de detalle qué es lo que vamos a informar 
a la Suprema Corte de Justicia. ¿Son las leyes que se han dictado sobre la materia? 


SEÑORA PERCOVICH.- Eso es lo que tenemos que informar al Ministerio de Relaciones Exteriores. 
SEÑOR MICHELINI.- ¿La Suprema Corte de Justicia tiene iniciativa para presentar un proyecto? 
SEÑORA PERCOVICH.- No, señor Senador; la Suprema Corte de Justicia no tiene iniciativa. 


SEÑORA SECRETARIA.- En realidad, se está haciendo referencia a dos temas: por un lado, a un 
asunto entrado relacionado con la comunicación de la Dirección de Derechos Humanos y Derecho 
Humanitario del Ministerio de Relaciones Exteriores; y por otro, a un asunto que ha entrado a estudio 
de la Comisión en forma directa -fue repartido en el día de hoy- presentado por la señora Senadora 
Percovich en base a un Mensaje de la Suprema Corte de Justicia. Se trata de una iniciativa que tiene 
que ver con el proceso de restitución de niños y niñas retenidas fuera del país. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero aclarar por qué considero que estos dos temas están relacionados. Lo 
que pide la Comisión de Derechos Humanos y Derecho Humanitario de la Cancillería a este Cuerpo es 
que informemos en qué estado está la legislación con respecto a los temas que fueron leídos por la 


Secretaría. Precisamente, el Mensaje enviado por la Suprema Corte de Justicia refiere a ello, por lo 
que sería bueno que se le diera trámite legislativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo que dice relación con el pedido que nos formula el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, si los señores Senadores están de acuerdo, pediría a la Secretaría que 
preparara un informe acerca de cuáles son las decisiones legales adoptadas, es decir, cuál es la 
legislación vigente aprobada por el Parlamento uruguayo. 


Con respecto al otro asunto, propongo que lo estudie cada uno de los integrantes de la 
Comisión para ver si lo incorporamos o no al orden del día de la Comisión. Debe tenerse en cuenta que 
la Suprema Corte de Justicia no tiene iniciativa parlamentaria. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, se actuaría en tal sentido. 
(Apoyados) 


Se pasa a considerar el punto que figura en primer término del orden del día, relativo al 
tratamiento del proyecto de ley por el que se reconoce la actuación ilegítima del Estado y se repara 
integralmente a las víctimas del período comprendido entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 
1985. 


Antes de comenzar con el tratamiento de este asunto, quiero dar cuenta de que fue repartida 
entre los integrantes de la Comisión la respuesta que envía el Poder Ejecutivo, a través del Secretario 
General de la Presidencia, ante una solicitud de informe realizada por el señor Senador Gallinal, 
referida al monto total de las erogaciones previstas por concepto de reparaciones materiales 
contenidas en el proyecto de ley que tenemos a consideración, incluidas en los artículos 10, 11, 12 y 
14. La estimación del Ministerio de Economía y Finanzas es que esas erogaciones, hasta el presente, 
alcanzarían la suma de US$ 17:425.764. 


Quiero decir a los integrantes de la Comisión que, a solicitud del señor Senador Michelini -lo 
expresó en su momento el señor Senador Gallicchio- se postergó la consideración de los artículos 12 y 
13. El resto del articulado fue aprobado con las modificaciones que se incorporaron en el transcurso de 
la consideración del proyecto de ley. En ese sentido, hay un distribuido elaborado por la Secretaría en 
el que figura el texto final de los artículos aprobados. 


En consecuencia, corresponde pasar a la consideración de los artículos 12 y 13. 
Léase el artículo 12. 
(Se lee:) 


“Artículo 12.- Agrégase como inciso final del artículo 11 de la Ley N* 18.033 de 19 de 
octubre de 2006 lo siguiente: 


“Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, aquellas personas que hubiesen sido 
beneficiadas de lo dispuesto en las leyes indicadas en el inciso tercero del presente artículo y en 
situación de jubilación o pasividad percibiendo sumas inferiores a 8,5 (ocho y media) Bases de 
Prestaciones y Contribuciones mensuales, tendrán derecho a optar por la pensión especial reparatoria 


y» 


prevista en el inciso primero”. 


SEÑOR MICHELINI.- Ayer estuvimos reflexionando en la Bancada del Frente Amplio sobre algunas 
inquietudes que surgieron respecto de la Ley N* 18.033  -como, por ejemplo, que los derechos no 
prescriben y demás- y se planteó la posibilidad de establecer un contacto con el Poder Ejecutivo, que 
es el que envía la iniciativa. Dado que tenemos la voluntad de que el proyecto de ley se apruebe 
cuanto antes -si es posible, la semana próxima- la idea era postergar el tratamiento de los pocos 


artículos que quedan hasta el martes que viene -para, en todo caso, votarlo el miércoles- y, en el 
ínterin, efectuar las consultas a los integrantes del Poder Ejecutivo a efectos de introducir las 
modificaciones que correspondan o establecer los fundamentos de algunos artículos. 


Estaríamos pidiendo, entonces, la postergación del proyecto de ley hasta el martes próximo, 
cuando lo trataríamos como primer punto del orden del día, siempre con la idea de que en esa misma 
sesión se voten estos dos artículos. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo conocimiento de que ha llegado a Secretaría una carta remitida por la hija 
de un agente fallecido en un enfrentamiento y creo que pedía ser amparada por estos artículos o 
recibida por la Comisión; no recuerdo bien cuál era el petitorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa persona llamó a todos los despachos. En realidad, esta es una ley 
reparatoria para los que no han tenido ningún tipo de resarcimiento por lo que han sufrido. En el caso 
de los policías caídos en cumplimiento de su deber, en cualquier situación hay una reparación 
inmediata que se realiza por parte del Estado, que se hace cargo, no solo de la pensión sanitaria de los 
hijos y del cónyuge sino, además, de una pensión especial que comprende, reitero, a todos aquellos 
caídos en actos de servicio. Estos casos no estarían comprendidos en el espíritu del proyecto de ley 
que estamos considerando. 


La discusión es si aquí tenemos que incorporar los casos derivados de una situación de 
violencia en la que muchos efectivos -cerca de veinte- de la Policía y de las Fuerzas Armadas cayeron 
víctimas del enfrentamiento. Hay quienes sostenían que esas personas debían ser reparadas y, a 
través de este procedimiento, se hizo lo propio con muchas de ellas, aunque puede haber alguna que 
no haya obtenido tal reparación. En esos casos tienen la vía de la acción judicial contra el Estado, por 
ser víctimas de una situación originada en un enfrentamiento del cual no eran responsables. Me refiero 
a alguna víctima civil, como puede ser el caso de aquella persona que, cuando se produjeron los 
fenómenos de Pando, recibió un tiro porque justo estaba pasando por el lugar. 


SEÑORA PERCOVICH.- En el grupo de trabajo donde analizamos estos temas, fuimos muy 
cuidadosos en sistematizar -después no vino en el proyecto de ley- todas las leyes de reparación de 
los funcionarios del Estado caídos en esas épocas, como policías y militares; de hecho, tengo esa 
recopilación. Por tanto, me parece que correspondería decirle a esta persona que vea en cuáles de 
esas leyes está encuadrado su caso. Además, este proyecto de ley, por su forma de redacción, cubre a 
aquellas personas -como decía el señor Presidente- que recibieron, por ejemplo, un balazo, o que 
quedaron imposibilitadas al ser afectadas físicamente al pasar cerca de algún tipo de enfrentamiento. 
Por eso la iniciativa tiene una redacción que permite que estas personas que “sin comerla ni beberla” 
quedaron con alguna secuela, puedan ser resarcidas. 


SEÑOR ABREU.- ¿Se las estaría incluyendo? 
SEÑORA PERCOVICH.- Sí, señor Senador; fue pensado así. 


SEÑOR MOREIRA.- En el día de ayer revisé las normas y advertí que en el artículo 6 se hace una 
remisión a siete u ocho disposiciones legales que son sucesivas y de distintos tiempos. Entre ellas está 
la ley de amnistía votada en 1985, la de reparación, la de restitución, la jubilatoria, la pensionaria y una 
multitud de normas diferentes que no son fáciles de conciliar. Incluso, las personas que recibimos en la 
Comisión hicieron consideraciones para modificar, por ejemplo, el plazo a menos de diez años. En 
definitiva, me perdí un poco en el análisis de esos aspectos. Por tanto, al margen de las reparaciones 
en el caso de los caídos en el cumplimiento del deber, incluso en regímenes democráticos normales - 
porque puede suceder que a los policías, actuando en servicio, les quiten la vida- donde se otorga una 
pensión a través de un mecanismo de amparo -es natural que así sea- muchas veces se da trabajo a 
la viuda. Eso se hace fuera de norma, pero me parece que reparar esas cosas forma parte de una 
costumbre muy buena. Más allá de eso, tendríamos que ver si algunas situaciones como esa no 
podrían quedar amparadas por esa norma, porque acá la diferencia es que hay entregas de sumas 
importantes, por ejemplo, de alrededor de US$ 39.000, otras de US$ 29.000 o US$ 19.000 
aproximadamente, que no sé si se pagan en cuotas. Entonces, quizás pueda haber gente que cobra 


una pensión, pero igual pueda cobrar estas sumas. Digamos que no es contradictorio el hecho de 
cobrar las sumas en efectivo y estar amparados por determinadas leyes que les otorgan pensiones. Es 
la duda que tengo ya que esto no es fácil de interpretar en el conjunto de las disposiciones, porque 
este proyecto tiene una forma de reparación diferente, a través del cobro de una suma importante. En 
definitiva, quisiera saber si estas personas, al margen de lo que recibieron como pensión, también 
pueden hacer esta reclamación económica. 


SEÑOR MICHELINI.- Antes que nada, quisiera referirme al tema conceptual. 


Aquí estamos hablando de un aspecto reparatorio, debido a que el Estado hizo un daño. Por 
ende, en la ley estamos estableciendo la reparación de todos los daños cometidos por el Estado. Ahora 
bien, incluso para aquellos que reclamaron, las cifras que la Justicia ordenó son muy superiores a las 
que estamos fijando acá. 


Este marco tiene que ser claro: se trata de una ley de reparación de los daños que provocó el 
Estado y, por lo tanto, este es responsable. En la ciudad, por ejemplo, muchas veces se ven choques, 
pero si el que provoca el daño es un auto oficial, el Estado debe encargarse de la reparación. 


En definitiva, no me niego a conversar o a discutir en otra legislación y hacer un estudio 
profundo de la situación de las personas que, en cumplimiento de ciertas órdenes recibidas, hayan 
perdido la vida o quedado inhabilitadas para el trabajo, en el caso de que no hubieran sido amparadas 
o si el amparo hubiere sido escaso. En esas instancias, la acción no sería reparatoria, porque cuando 
una persona viste el uniforme sabe todos los riesgos que corre, tanto en la época en que no hubo 
Parlamento como en democracia. Inclusive, habría que revisar -de no poder ir hacia atrás, se podría ir 
hacia el futuro- si el amparo que da el Estado cuando un policía pierde la vida al tirotearse con 
delincuentes es el que corresponde. No obstante, todo esto tendría que ser incluido en una ley aparte. 
Como dije hace un momento, no me niego a conversar, discutir o analizar cualquier aspecto de amparo 
que, reitero, nunca sería reparatorio porque el daño no lo hizo el Estado. Distinto es el caso, por 
ejemplo, de situaciones como las que involucran a nuevos y viejos cadetes, en las que estos últimos 
hacen determinadas cosas en las que alguien puede perder la vida, sin que se haya otorgado un 
amparo o los oficiales o la cadena de mando hayan tenido el debido cuidado. Entonces, salvo 
situaciones muy puntuales, el Estado no provocó un daño. Quizá, no amparó bien a la persona, pero 
eso es otra cosa. Tal vez quedó una persona viuda o un niño sin padre, pero reitero que eso es otra 
cosa y no se trata de un problema de reparación sino de atención o de amparo de parte del Estado, 
que debió haber hecho algo en su oportunidad. 


SEÑOR RÍOS.- Suscribiendo lo que señala el señor Senador Michelini y sin excluir otras situaciones, 
creo que en esta iniciativa el nexo de causalidad está dado por un hecho ilícito, intentando reparar una 
violación del Estado. Cuando un funcionario policial se enfrenta a una situación y alguien le quita la 
vida, el nexo de causalidad es otro y no se basa en una vía de excepción como en este caso. Si hay 
que buscar la forma, tendríamos que analizar el Instituto Policial y sus reparaciones en su totalidad, y 
no para un período determinado. Entonces, me parece que los nexos de causalidad son diferentes. Si 
queremos mejorar la forma de reparar a la Policía, debemos buscar una fórmula que incluya todos los 
casos, porque el hombre siempre recibe órdenes y actúa en consecuencia; entonces, el nexo de 
causalidad está dado entre la orden y el daño, mientras que acá está dado por el daño del Estado a un 
tercero. Me parece que se trata de diferentes conceptos para la generación del daño a reparar, según 
lo que expresa el artículo 1319 del Código Civil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Moreira ha formulado una pregunta y yo quisiera ir 
directamente a la respuesta. 


Quienes han sido reparados por una u otra vía, o han ganado un juicio, o como está 
expresamente dicho en la ley, por sentencia ejecutoriada han percibido una suma, están excluidos de 
la reparación. 


SEÑOR MOREIRA.- Eso figura en el artículo 21. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aunque no esté en Sala el señor Senador Michelini -luego puede leer la 
versión taquigráfica- quisiera señalar que cuando en la sesión pasada aludimos al tema de los 
derechos que no hubieran sido contemplados, hicimos referencia al artículo 22 en su redacción 
original, que expresa que “Por el solo hecho de acogerse a los beneficios de esta ley, se renuncia a 
toda futura acción contra el Estado uruguayo, ante cualquier jurisdicción, sea esta nacional, extranjera 
o internacional.” Precisamente, en la redacción de este artículo incluimos una palabra que especifica 
que por el solo hecho de acogerse a los beneficios “reparatorios” de esta ley, se renuncia a toda futura 
acción contra el Estado uruguayo, es decir que todos aquellos que no son reparatorios pueden ser 
objeto de iniciativa frente a los tribunales de justicia o donde se estime más conveniente. Lo que aquí 
se recoge y que no tiene carácter reparatorio, puede ser objeto de la búsqueda de una solución por 
otro lado. 


SEÑOR MOREIRA.- Entiendo lo que señala el señor Presidente pero creo que eso se aplica 
estrictamente en condiciones de normalidad democrática. Acá estamos hablando, sobre todo, del 
período 1973-1985, en el que no había funcionamiento de las instituciones y las condiciones eran muy 
peculiares, con un grupo armado que se había levantado contra las instituciones y, 
contemporáneamente, circunstancias que no son las comunes en el accionar de un agente policial que 
normalmente lucha contra la delincuencia común. Esta era una situación diferente, excepcional, 
reconocida por todos nosotros, y por eso estamos hablando de este tipo de soluciones. Por lo tanto, no 
sé si se podría ampliar el concepto e incluirse alguna de esas situaciones ya que se trata de una 
reparación diferente que algunos habrán tenido y otros no; en fin, no sé cuál es la casuística. En el 
caso de los agentes policiales, estoy seguro de que hubo haberes pensionarios pero no sumas 
reparatorias de esa naturaleza porque, de ser así, no presentarían acciones contra el Estado, 
haciéndole juicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mi entender, las sumas que se establecen aquí, si se quiere son arbitrarias 
porque no obedecen a ningún cálculo sino que, como han pasado 30 años y las víctimas han sufrido 
durante todo ese tiempo, se establece una suma como reparación teórica porque, a decir verdad, la 
pérdida de la vida, de la libertad, el exilio o el sometimiento a torturas no se repara con nada. 
Entonces, si bien no hay dinero que pueda resolver esa situación, la ley busca que se repare con una 
cantidad equis que el Legislador arbitrariamente dispondrá. Además, no tengo ninguna inhibición al 
señalar que el espíritu del Poder Ejecutivo es decir “hasta acá llegamos” en materia de reparación y dar 
un paso definitivo en esta materia. Esto no significa que no se puedan iniciar otro tipo de acciones 
contra el Estado y que aquellos derechos que se hayan creído violados no puedan ser objeto de 
requerimiento ante la Justicia para que esta se expida. 


SEÑOR ABREU.- Mi intención no es reconsiderar el artículo 2%, pero creo que el Estado es 
responsable de cualquier tipo de violación en carácter general, y cuando hay violación de los derechos 
humanos en toda su extensión, es responsable, actúe directa o indirectamente. La única duda que 
tengo -esto seguramente se habrá discutido y votado- es desde el punto de vista constitucional. 
Cuando se hace referencia a la aplicación sistemática de las medidas prontas de seguridad o a la 
doctrina ideológica de la seguridad nacional, nos encontramos frente a temas de una altísima carga 
subjetiva, sobre todo teniendo en cuenta que cuando el Estado aplicó las medidas prontas de 
seguridad -incluso, en lo que hace a la doctrina de la seguridad nacional, que puede ser un tema a 
discutir porque a veces aparece en la nebulosa- no necesariamente es responsable, porque está en el 
ámbito de la Constitución. Es más, tampoco es responsable de la declaración del estado de guerra, 
como se dijo en su momento, porque está contemplado en la Constitución de la República. 


Sí lo es, con estado de guerra, con y sin medidas de seguridad, por la violación sistemática de 
los derechos humanos. No existe fundamento constitucional para atar la violación de los derechos 
humanos a una determinada medida que constitucionalmente está prevista como legal o legítima. 
Parecía como que en la ley, el hecho de haber aplicado en forma sistemática las medidas prontas de 
seguridad estaba fuera de los patrones constitucionales; ya no el tema de la doctrina de la seguridad 
nacional, que es un aspecto más subjetivo, en el que se hace referencia a otros aspectos, pero incluso 
la propia declaración de estado de guerra. Tan es así que en la aplicación de las medidas prontas de 
seguridad funcionó así, y en aquel entonces hasta discutimos el concepto de “habeas corpus” para 
tratar de rescatar aquellas personas que, en aplicación de las medidas prontas de seguridad, pudieran 
ser sustraídas a ese ejercicio de derecho fundamental. 


Creo que la reparación debe estar presente en cualquier circunstancia, ajena a cualquier 
fecha que pueda hacer responsable al Estado por una acción violatoria de los derechos humanos. 


Esta es la primera reflexión que quería plantear. 


Me interesa referirme a otro tema relacionado con el artículo 8”. Si esta disposición tiene una 
mayor amplitud, sobre todo para las personas que están fuera de lo que es especificamente la acción 
del Estado, esta norma de carácter general puede ser incluso interpretada en forma distinta. El artículo 
establece lo siguiente: “En todos los sitios públicos donde notoriamente se identifique que se hayan 
producido violaciones a los derechos humanos de las referidos en esta Ley, el Estado colocará en su 
exterior y en lugar visible para la ciudadanía, placas o expresiones materiales simbólicas recordatorias 
de dichos hechos”. En mi opinión, este texto podría dar lugar a una interpretación excesiva; por 
ejemplo, la Embajada de Brasil podría pretender instalar una placa recordatoria donde fue secuestrado 
Dias Gomide; nosotros responderíamos que no, que no puede. Ante ello, podrían replicar que por qué 
no, si fueron violados sus derechos humanos. Lo mismo puede ocurrir con la Embajada de los Estados 
Unidos, si pretendiera hacer algo similar relativo al caso Dan Mitrione —por utilizar un ejemplo irritante 
—, O Si la familia del Embajador Jackson del Reino Unido pretendiera colocar una placa donde se 
violaron sus derechos humanos, o la familia de Pascasio Báez planteara hacer lo mismo en medio del 
potrero tal o cual, donde mataron a su padre, a su hermano, a su sobrino. Digo esto porque después 
surgen las interpretaciones más amplias y subjetivas, y cada uno puede sentirse amparado en la 
posibilidad de lo que establece este artículo. Por eso, más allá de la reparación, me pregunto qué 
visión se tiene sobre la amplitud de este artículo o si queda exclusivamente reducido a los temas 
puntuales y se limita solo a lo que tiene que ver con la acción del Estado. 


La señora Senadora Percovich decía que puede haber víctimas inocentes de estas 
situaciones que pueden estar incluidas en la posibilidad de solicitar que el recuerdo de la violación de 
sus derechos humanos se ubique en un sitio público o donde el Estado decida. Ya no estamos en el 
tema de la reparación, sino en el de la recordación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A la primera pregunta formulada por el señor Senador Abreu quiero responder 
de la siguiente manera: es cierto, la ley hace una interpretación de la realidad material que se dio en 
aquel momento. Personalmente, ya contesté a esa interrogante y la respuesta figura en la versión 
taquigráfica. 


En lo personal, creo que se violó groseramente la Constitución cuando, de acuerdo con ella, el 
Poder Ejecutivo daba cuenta a la Asamblea General de la aplicación de medidas prontas de seguridad 
y esta las levantaba, pero en menos de 24 horas el Poder Ejecutivo las restablecía. Ahí tenía lugar un 
desconocimiento total de la autoridad del Poder Legislativo, una violación flagrante de la Constitución, 
porque allí se establece esa facultad de la Asamblea General para que se respete y no para que esta 
situación -que se extendió a lo largo de dos o tres años- se reitere sistemáticamente. 


Claro está que en esta materia siempre puede existir un margen de interpretación, pero la 
nuestra -que es la que traduce la iniciativa- es la que estoy manifestando en este momento y que 
creemos inspirada en esa concepción que exorbitaba lo previsto en la Constitución. 


En cuanto al artículo 8%, quiero decir que me parece que está muy claro, en la propia 
redacción del artículo, lo que allí se establece. La disposición expresa: “En todos los sitios públicos 
donde notoriamente se identifique que se hayan producido violaciones a los derechos humanos de las 
referidas en esta Ley” la expresión “en esta Ley” recalca que, precisamente, se trata de lo dispuesto en 
esta ley y no en otra, “el Estado colocará en su exterior y en lugar visible para la ciudadanía, placas o 
expresiones materiales simbólicas recordatorias de dichos hechos”. Y hay un agregado que establece: 
“Podrá definir el destino del memorial para aquellos edificios e instalaciones que recuerden esas 
violaciones; podrá determinar la celebración de fechas conmemorativas de la verificación de los 
hechos”. Es decir que se habla de los hechos de violación a los derechos humanos referidos en esta 
iniciativa. 


He terminado con las aclaraciones que quería realizar. 


SEÑOR ABREU.- O sea que esto puede ser contemplando otras situaciones. 
SEÑORA PERCOVICH.- En este caso no. 
SEÑOR ABREU.- Sería solo para la reparación. 


SEÑORA PERCOVICH.- En cuanto a las violaciones de los derechos humanos, en este proyecto se 
contempla solo las cometidas por los agentes del Estado. 


SEÑOR RÍOS.- Quiero reiterar el nexo de causalidad establecido en el artículo 1%. Si se lo lee, se 
puede ver claramente cuáles son las personas que deben ser reparadas por esta iniciativa y este es el 
alcance del que estamos hablando. El hecho de que esto haya inhibido situaciones en las que pudo 
verse envuelto un policía puede ser justo o injusto, lógico o ilógico, reparable o no, pero no está 
abarcado. 


Por otra parte, no comparto -dicho esto con el mayor de los respetos- lo dicho por el señor 
Senador Moreira respecto a la situación particular que sufrió el agente policial durante el período de 
facto. Y no lo comparto porque, hasta donde yo sé, en el período de facto al agente policial no le fueron 
alterados todos los beneficios -pocos, regulares o muchos- que tiene su familia cuando él fallece. Es 
feo decirlo de esta manera y hasta parece una grosería pero, en definitiva, esos beneficios no fueron 
alterados y, ya sean pocos o muchos, los estudiaremos. Sin embargo, es evidente que en ese período, 
por más que haya sido de excepción, el nexo de causalidad fue diferente al que establece esta 
iniciativa, y los policías contaron con esa reparación. El tema de si esa reparación es poco o mucho es 
harina de otro costal, pero ella estuvo dirigida a la generalidad del instituto policial, a cada una de las 
situaciones, en la globalidad y extemporáneamente, y no en el período de excepción. 


SEÑOR MOREIRA.- En lo personal, hacía referencia a que podría ser objeto de reparaciones -y no me 
parece injusto que lo sea- el caso de estos agentes policiales que actuaron en circunstancias 
excepcionalísimas del país. Había un movimiento armado, alzado contra las instituciones en régimen 
democrático, previo al golpe de estado y, luego, también actuaron luchando contra algo que no era la 
delincuencia común. No se trata de un fenómeno común en la vida de las sociedades democráticas y 
por supuesto que mucho menos lo es un golpe de estado, respecto al cual, naturalmente, estuvimos 
todos en contra; en eso no tenemos ninguna discrepancia. No es lo mismo luchar contra la 
delincuencia común que contra un movimiento armado que se alzó en contra de las instituciones. Al 
respecto, y ya que se está hablando de la teoría de la seguridad nacional, aclaro que tengo mi propia 
interpretación histórica. Por tal motivo, pienso que, en términos de justicia, esa situación debería o 
podría ser objeto de una reparación por parte de una sociedad que en su momento pidió que la 
defendieran de un movimiento que no era la delincuencia común inorgánica, sino otra cosa. 


SEÑOR RÍOS.- Quisiera saber dónde estaría el nexo de causalidad entre el daño y el accionar. ¿Quién 
generó el daño sobre ese policía? 


SEÑOR MOREIRA.- Estaría dado por el hecho de que el Estado encara la tarea, que es normal dentro 
de sus funciones, con un riesgo excepcional de vidas. Hay que tener en cuenta que fueron acciones 
excepcionales muy cruentas que se dieron en su momento, con pérdida de vidas de muchos 
funcionarios. Entonces, ¿por qué no pueden ser objeto de reparación? 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que se están confundiendo planos. Este proyecto de ley tiene que ver 
con algo sobre lo que se debe legislar, y que consiste en reconocer que, en determinado momento, el 
Estado uruguayo cometió crímenes de lesa humanidad. En algunos casos, hay leyes -que se 
enumeran- por las que se repararon otras situaciones y de ellas surgen informes según los cuales 
quedaron víctimas muy especiales por crímenes muy graves, que no fueron reparadas. 


Entonces, hay dos aspectos a tener en cuenta, uno de los cuales tiene que ver con las 
reparaciones especiales por una vez que, según se dijo, son bastante altas considerando las otras que 
se han hecho, pero más pequeñas que otras que se obtuvieron por juicio. Ello surge de informes 
especiales que se votaron en este mismo período y en los que las Comisiones, luego de recibir las 


demandas, dijeron que quedaban fuera tal y cual caso. En esta situación concreta se decidió hacer una 
reparación única. 


Otro aspecto a considerar es el que -reiteraro- tiene que ver con todas las acciones que se 
explicitan en esta ley vinculadas con reparaciones que debe hacer el Estado desde el momento en 
que, quebrantadas las instituciones, se cometen esos ilícitos, esos crímenes, que no prescriben. 


Lo otro que yo comparto con el señor Senador Moreira tiene que ver con hechos que pueden 
generar reparaciones, pero que pueden ser motivo de otra ley y no de esta que estamos analizando, en 
la que el Estado está definiendo que cometió actos de terrorismo, crímenes de lesa humanidad. Tiene 
la obligación de hacerlo. En cuanto a las otras reparaciones, habrá que analizar caso a caso y generar 
el marco correspondiente porque, por ejemplo, podría ocurrir que si se hubiera presentado una 
denuncia ante la Justicia antes del surgimiento de esta legislación, muchas de las personas que no han 
sido reparadas inicien juicios al Estado, lleguen a acuerdos, etcétera, y se terminen haciendo 
reparaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos hablando de aquellos que, lisa y llanamente, están excluidos de las 
reparaciones en esta ley. 


Sin perjuicio de compartir lo señalado por la señora Senadora Percovich, quiero decir que 
hay legislación en la materia. Cuando en este país se decretó el estado de guerra interno, a quienes 
participaron, es decir, a las Fuerzas Armadas y a la Policía, se les aplican las normas fijadas para 
quienes fueron víctimas o cayeron en el cumplimiento de su deber, que no son las mismas que si se 
tratara de un fallecimiento normal. 


SEÑOR MOREIRA.- También está la Justicia ordinaria para recurrir. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No creo que el señor Senador Moreira me haya entendido. 
SEÑOR MOREIRA.- Entendí perfectamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La legislación sobre el estado de guerra y quien cae en cumplimiento de su 
deber, es materia del Estado. Ya se sancionó, por la mayoría requerida por la Constitución, una norma 
al respecto; quienes cayeron víctimas de los enfrentamientos están amparados por una legislación 
especial. 


Ahora bien, quien crea que eso es insuficiente o si el señor Senador Moreira, el Partido 
Nacional, el Partido Colorado o el Partido Independiente consideran que hay que tener una nueva 
legislación sobre el tema, deben presentar una iniciativa para ser analizada. 


SEÑOR MOREIRA.- Tiene que haber iniciativa del Poder Ejecutivo, no nuestra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay que aclarar también que han pasado cuatro Gobiernos desde la 
recuperación de la democracia -dos presididos por el señor Senador Sanguinetti, uno por el doctor 
Lacalle y otro por el doctor Batlle- y no hemos tenido ningún proyecto de ley que contemplara las 
situaciones que plantea el señor Senador Moreira, puesto que en caso contrario hubiera sido 
analizado. 


Como saben, tengo un pedido de postergación de los artículos 12 y 13 planteado por el 
señor Senador Michelini, que son los únicos que quedan por considerar. 


SEÑOR ABREU.- Justamente, nosotros queríamos pedir la postergación del tratamiento de este 
proyecto de ley, porque tenemos un compromiso político a esta hora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, postergamos la consideración de los artículos 12 y 13. 


Antes de levantar la sesión, quisiera comunicar a los miembros de la Comisión que en cuanto 
al segundo punto del orden del día, referido a la descentralización en materia departamental y local y 
participación ciudadana, la voluntad política del Frente Amplio es aprobarlo en forma rápida, dentro de 
un plazo que consideramos no debe extenderse más allá del mes. De todas maneras, hay una 
sugerencia de la Corte Electoral -recogida por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto- en el sentido 
de incorporar una especie de enmienda, por la cual el voto en las elecciones locales tendría que 
hacerse con una hoja diferente -creo que esa es la solicitud- para que no se confunda con el de la 
elección municipal. Esa es la única modificación que recibí, sin perjuicio de que nuestra Bancada va a 
plantear que se postergue la consideración de este asunto, porque tenemos pensado recibir una 
delegación de Intendentes de los departamentos del interior del país para intercambiar ideas. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 4 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


